
 

 

CARAVANA PASO A PASO HACIA LA PAZ 
 

MOVIMIENTO CIVIL EN CONTRA DE LOS SECUESTROS DE LAS PERSONAS MIGRANTES EN MÉXICO 

 
El origen de los secuestros de las personas migrantes en México está vinculado con los 
territorios controlados por el crimen organizado. Principalmente, en los estados de 
Tamaulipas, Tabasco y Veracruz, la presencia y control de la delincuencia organizada, y su 
vínculo con las autoridades locales, estatales y federales, han convertido estos sitios en 
tierras sin ley. Lamentablemente, en estos estados, la justicia es una quimera remota, una 
ambición atrincherada,  el espejismo de una democracia fallida.  
Es en estas tierras en las que ocurren los secuestros masivos en contra de la población 
migrante, siempre bajo la opacidad de una autoridad omisa, insensible y  sin vocación ni 
preparación para enfrentar al crimen organizado.   
En este sentido, el estado de Veracruz ha sido pionero: se ha convertido en lugar de 
referencia en cuanto a secuestros y agresiones cometidas en contra del flujo migratorio en 
tránsito por sus localidades. La población civil de este estado, también se encuentra 
paralizada por la impunidad. Las autoridades han desplazado la obligación de velar por el 
bienestar social y la justicia, a favor de los intereses del crimen organizado. La sociedad 
veracruzana se encuentra hoy en un alarmante estado de desamparo, pues el simple hecho 
de pronunciar la palabra “zeta” puede ser motivo de persecución, extorsión e incluso la 
muerte. 
Los zetas han logrado generar ganancias millonarias mediante el secuestro masivo de los 
migrantes en tránsito que la penuria ha obligado a viajar en trenes de carga. Sin embargo, el 
costo de estas acciones se traduce en la multiplicación de cementerios escondidos, fosas 
resguardadas en el olvido y cadáveres sepultados en la deshonra del gobierno mexicano. La 
masacre de nuestros hermanos centroamericanos es evidente. Por los más de 10 mil 
secuestros cada seis meses, las familias residentes en Estados Unidos y Centroamérica han 
pagado el precio de la incompetencia gubernamental y la cotidiana corrupción que abruma 
al país.  
Por estos hechos, La Caravana Paso a Paso Hacia la paz, en un esfuerzo por frenar y difundir 
la innegable realidad de los secuestros de personas migrantes en  tránsito por México, ha 
definido los siguientes objetivos: 
 

1. Incrementar la divulgación, tanto a nivel nacional como internacional, del fenómeno 
de los secuestros de las personas migrantes que transitan por el territorio mexicano.   

2. Comenzar a coordinar esfuerzos con la población civil de las localidades del estado 
de Veracruz, en las que se originaron los secuestros, y desarrollar propuestas 
conjuntas para combatir la impunidad.  

3. Desarrollar un documento de divulgación a partir de las acciones emprendidas por 
la Caravana.   

 
 
 
 
 



 

 

 
 
Para lograr estos propósitos y en manifestación pacífica, la Caravana efectuará las siguientes 
acciones durante el trayecto que realizará desde la localidad fronteriza de Ciudad Hidalgo, 
Chiapas hasta Orizaba, Veracruz:  
 

1. Se presentarán diversos testimonios sobre el fenómeno de los secuestros y los 
vínculos existentes entre el crimen organizado y las autoridades, en los distintos 
puntos del recorrido. 

2. Se efectuarán manifestaciones coordinadas, en contra de los secuestros y la 
impunidad, frente a las sedes consulares y embajadas de México, tanto en 
Centroamérica como en Estados Unidos. 

3. Se iniciarán esfuerzos de diálogo y coordinación con la comunidad veracruzana y 
organizaciones humanitarias, en las localidades de Medias Aguas, Tierra Blanca y 
Orizaba, para plantear acciones futuras que disminuyan los secuestros de 
personas migrantes en el estado de Veracruz. 

4. Se generará un documento de divulgación sobre las dificultades que enfrenta la 
sociedad civil para apoyar la denuncia de los secuestros en las localidades de 
Medias Aguas, Tierra Blanca y Orizaba. 
 

La Caravana Paso a Paso hacia la paz, reclama el derecho inalienable de toda persona a 
migrar, a ejercer la libertad de expresión y manifestación. Exigimos al gobierno federal 
que otorgue a su ciudadanía la seguridad necesaria para el desarrollo social y económico, 
para transitar sin ser molestados, para devolver la paz a los hogares mexicanos y a 
nuestros hermanos migrantes en tránsito por México. Este nuevo tramo de la “Caravana 
Paso a Paso Hacia la Paz” constituye un riesgo necesario porque el gobierno de Veracruz ha 
negado sistemáticamente los secuestros. No hay información sobre servidores públicos que 
hayan sido procesados por sus nexos con el crimen organizado, salvo agente de la policía 
municipal y algunas personas provenientes de Centroamérica; sin embargo, nunca se han 
levantado cargos contra los líderes de la delincuencia organizada o contra los funcionarios 
de gobierno que, por comisión y omisión, han permitido el secuestro. Nuestra esperanza 
radica en la comunidad veracruzana dentro de la que hacemos un llamado a la feligresía de 
las diferentes denominaciones religiosas y a sus respectivas jerarquías. 
Nuestro lema “La Paz es Fruto de la Justicia”, busca revalorar el trabajo de todos aquellos 
involucrados en la protección de los derechos humanos de los hermanos migrantes. 
Replantear que la paz, como proyecto social, resulta de la correcta implementación de la 
justicia, requiere la participación de la sociedad civil, para que pueda gestarse un nuevo 
pacto nacional. De esta manera, la nueva reflexión sobre el concepto de paz tiene incidencia 
legislativa, en la que se necesita la absoluta responsabilidad y la no omisión de las 
autoridades.  
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 
 
Por lo tanto, exigimos: 
 
1. Que las autoridades de los tres niveles de gobierno investiguen y esclarezcan las 

agresiones y secuestros que han vivido las personas migrantes en el estado de Veracruz, 
y que se procese y castigue, de acuerdo a la ley, a los responsables de esos delitos 
contra los migrantes y  sus cómplices. 
 

2. Alto a las redadas nocturnas realizadas por el instituto nacional de migración en 
conjunto con la policía federal y el ejercito mexicano en condiciones riesgosas, ya que 
son contrarios a la Constitución y que han derivado en la sistemática y constante 
violación de los derechos humanos de las y los migrantes. Estos operativos no sólo 
ponen en riesgo la vida, también crean un ambiente de inseguridad y xenofobia en las 
comunidades de las localidades de tránsito del flujo migratorio, y merman las relaciones 
con los países de la región Mesoamericana. 

 
3. Que se procese penalmente a las autoridades de los tres niveles de gobierno por actos 

de omisión y complicidad, dado que la destitución del cargo no exime a los funcionarios 
públicos de la responsabilidad de los más de 20 mil casos de secuestros al año, 
registrados por la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH); por la masacre de 
los 72 migrantes ocurrida en San Fernando, Tamaulipas, aun sin explicación ni 
investigación; por las recientes fosas de migrantes mexicanos y extranjeros; por los 
secuestros perpetrados a finales del año 2010 en el estado de Oaxaca y por la violencia 
que continua imperando en Veracruz. 

 
Debemos continuar la reflexión sobre el vínculo que existe entre seguridad nacional y la 
criminalización del flujo migratorio. Específicamente, el Plan Mérida, actualmente 
implementado y financiado por los Estados Unidos, influencia directamente el control 
migratorio a nivel continental. Este acuerdo traducido a una política regional de 
externalización de fronteras, obliga a colocar en el mismo plano al crimen organizado, al 
terrorismo y a la migración indocumentada. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Entre los organizadores se encuentran organizaciones civiles como el Albergue de los Migrantes Hermanos en 
el Camino A.C.; el Movimiento Migrante Mesoamericano; i(dh)eas, Litigio Estratégico en Derechos Humanos 
A.C.; Nuestros Lazos de Sangre, Familia Latina Unida, Alianza Braceros del Norte, Red Migrante, y Cultura 
Migrante. Invitamos a participar a todo aquel interesado en defender los derechos humanos de los 
hermanos migrantes. 


